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TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

Hoy, Tres (03) de Marzo de dos mil veintidós (2022), a las ocho de la 
mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentada en la contestación de 
la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de Control 
de REPARACIÓN DIRECTA promovido por RODOLFO ANTONIO 
CONRADO MORENO contra NACIÓN – RAMA JUDICIAL radicado bajo 
N° 44-001-33-40-002-2019-00268-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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CONTESTACIÓN DEMANDA DE REP. DIR. RAD. 2019-00268 RODOLFO ANTONIO
CONRADO MORENO

Juan Manuel Daza Daza <jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mar 01/02/2022 15:36
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

1 archivos adjuntos (5 MB)
CONTESTACION DEMANDA RODOLFO CONRADO MORENO RAD. 2019-00268 - CON ANEXOS.pdf;

Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Riohacha - La Guajira 
 
 
ASUNTO:                 CONTESTACIÓN DE DEMANDA        
ACCION:                  REPARACIÓN DIRECTA                   
RADICACIÓN:        44-001-33-40-002-2019-00268-00 
DEMANDANTE:     RODOLFO ANTONIO CONRADO MORENO  
DEMANDADOS:   NACIÓN – RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA

JUDICATURA 
 
 
JUAN MANUEL DAZA DAZA, mayor, vecino y domiciliado en esta ciudad, identificado con
cédula de ciudadanía No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar, abogado de profesión y en
ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 176.086 expedida por el C. S. de la J., actuando
como Apoderado Especial de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE
LA JUDICATURA en el proceso de referencia, con todo respeto me permito hacerle saber que
me doy por notificado del auto admisorio de la demanda, y en tal sentido, encontrándome dentro
de los términos de ley remito adjunto al presente la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA en
referencia. 

Cordialmente,

JUAN MANUEL DAZA DAZA
Profesional Universitario Grado 12 
Área de Asistencia Legal
Coordinación Administrativa Riohacha La Guajira 
jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co
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Señores: 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE 

RIOHACHA 

Riohacha - La Guajira 

 

 

ASUNTO:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

ACCION:  REPARACIÓN DIRECTA                   

RADICACIÓN: 44-001-33-40-002-2019-00268-00 

DEMANDANTE: RODOLFO ANTONIO CONRADO MORENO  

DEMANDADOS: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - CONSEJO SUPERIOR DE LA 

JUDICATURA 

 

 

JUAN MANUEL DAZA DAZA, mayor, vecino y domiciliado en esta ciudad, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar, 

abogado de profesión y en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 176.086 

expedida por el C. S. de la J., actuando como Apoderado Especial de la NACIÓN – 

RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA en el 

proceso de referencia, con todo respeto me permito hacerle saber que me doy por 

notificado del auto admisorio de la demanda, y en tal sentido, encontrándome dentro 

de los términos de ley procedo a CONTESTAR LA DEMANDA, cuestión que hago 

en los siguientes términos: 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 

Pretende la parte actora que LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL – CONSEJO 

SUPERIOR DE LA JUDICATURA sean declarados administrativa y 

extracontractualmente responsables de los perjuicios causados al demandante con 

motivo de la ocupación, uso y goce de manera irregular del inmueble donde funciona 

u opera el Juzgado Promiscuo Municipal de Dibulla, ubicado en la cabecera municipal 

de Dibulla – La Guajira en la calle 4 No. 2-07 durante el periodo comprendido entre 

Enero y Julio de 2017. Y que como consecuencia de tal declaración condene a pagar 

al demandante perjuicios materiales, así como los meses de arriendo dejados de 

cancelar durante el periodo antes descrito y los intereses moratorios que se causen. 

 

RESPUESTA A LOS HECHOS 

 

HECHO PRIMERO: PARCIALMENTE CIERTO. Por cuanto durante los meses de 

Enero, Febrero, Marzo, Abril, Mayo, Junio, y hasta el 16 de julio de 2017, pese a no 

existir contrato de arrendamiento vigente suscrito por las partes durante el periodo 

antes descrito, lo mismo era producto de la imposibilidad legal de aplicarle la prorroga 

automática establecida en la legislación civil, a los contratos de arrendamiento 

suscritos por entidades estatales por tener una naturaleza diferente, pues de hacerlo se 

contravendrían disposiciones legales en las cuales están fundamentados, tales como 

la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1085 de 2015; la entidad que 

represento en ningún momento desconoció que sobreviene una obligación de pago, la 

cual surge del hecho mismo de permanecer la entidad en las instalaciones de la 

edificación objeto de arriendo. Cabe precisar que el inmueble siempre ha sido 

utilizado para los fines para el cual fue contratado. 
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HECHO SEGUNDO: NO ES CIERTO. Tal como consta en el contrato de 

arrendamiento No. 060 de 2017, este fue suscrito por las partes el 17 de julio de 2017 

y no en el mes de agosto como lo pretende hacer ver el demandante. 

 

HECHO TERCERO: NO ES CIERTO. Dicha situación es producto de la 

imposibilidad legal de aplicarle la prorroga automática establecida en la legislación 

civil, a los contratos de arrendamiento suscritos por entidades estatales por tener una 

naturaleza diferente, pues de hacerlo se contravendrían disposiciones legales en las 

cuales están fundamentados, tales como la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el 

Decreto 1085 de 2015; situación que era de conocimiento del hoy demandante y así 

fue aceptado por el mismo mientras se surtieron los tramites de contratación. La 

entidad que represento en ningún momento ha desconocido que sobreviene una 

obligación de pago, la cual surge del hecho mismo de permanecer la entidad en las 

instalaciones de la edificación objeto de arriendo. 

 

HECHO CUARTO: PARCIALMENTE CIERTO. Si bien en el inmueble funcionó 

el Juzgado durante el periodo comprendido entre enero y el 16 de julio de 2017 sin la 

existencia de un contrato, la entidad que represento nunca desconoció su obligación, 

sin embargo, por ser una entidad estatal para proceder a efectuar el pago era necesario 

que el hoy demandante presentara una solicitud de Conciliacion, como en efecto lo 

hizo, pero muy a pesar de que la rama Judicial presentó ante la procuraduría formula 

conciliatoria (tal como consta en la constancia expedida por la procuraduría 154 

Judicial II para asuntos Administrativos de la ciudad de Riohacha de agotamiento de 

requisito de procedibilidad de la presente demanda, documento que fue anexado por 

el demandante junto con el escrito de demanda)  la parte convocante nunca se hizo 

presente a la audiencia de conciliación, así como tampoco presentó la excusa de su 

inasistencia, siendo entonces declarada dicha audiencia fallida por la no 

comparecencia del convocante, imposibilitándose de esta manera a la entidad que 

represento, la posibilidad de efectuar el pago de los cánones de arrendamiento, dado 

el desinterés evidente de la parte convocante o en su intención de simplemente agotar 

el requisito de procedibilidad para la presentación de la demanda que hoy nos ocupa.  

 

HECHO QUINTO: El presente hecho corresponde a una apreciación subjetiva de la 

parte actora, ajena al actuar de mí representada, razón por la cual me encuentro 

relevado de pronunciarme al respecto.  

 

HECHO SEXTO: DEBE PROBARSE. Corresponde a una apreciación y/o 

interpretación de carácter subjetiva de la parte actora carente de fundamento 

probatorio dentro del proceso. Sin embargo, es preciso mencionar que si bien durante 

los meses de Enero, Febrero, Marzo, Abril, Mayo, Junio, y hasta el 16 de julio de 

2017, en el inmueble ubicado en la cabecera municipal de Dibulla – La Guajira en la 

calle 4 No. 2-07, funcionó el Juzgado Promiscuo Municipal de Dibulla sin la 

existencia de un contrato de arrendamiento vigente suscrito por las partes durante el 

periodo antes descrito, lo mismo era producto de la imposibilidad legal de aplicarle la 

prórroga automática establecida en la legislación civil, a los contratos de 

arrendamiento suscritos por entidades estatales por tener una naturaleza diferente, 

pues de hacerlo se contravendrían disposiciones legales en las cuales están 

fundamentados, tales como la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1085 

de 2015; situación que era de conocimiento del hoy demandante y así fue aceptado 

por el mismo mientras se surtieron los tramites de contratación, la entidad que 
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represento en ningún momento desconoció que sobreviene una obligación de pago, la 

cual surge del hecho mismo de permanecer la entidad en las instalaciones de la 

edificación objeto de arriendo.  

 

Por otro lado y tal como se evidencia en los contratos No 060 y 100 suscritos con el 

demandante durante la vigencia 2017, así como en los documentos aportados por este 

para la celebración de dichos contratos, el inmueble siempre ha sido utilizado para los 

fines para el cual fue contratado, en ningún momento se le dio un uso distinto al 

acordado con el contratista, como lo pretende hacer ver el demandante sin ningún 

soporte o fundamento legal que así lo demuestre.  

 

HECHO SEPTIMO: PARCIALMENTE CIERTO. Por cuanto es cierto lo 

correspondiente a que en el inmueble funcionó un Juzgado durante el periodo 

comprendido entre enero y el 16 de julio de 2017 sin la existencia de un contrato, sin 

embargo, la entidad que represento nunca desconoció su obligación, pero como es de 

conocimiento por ser una entidad estatal para proceder a efectuar el pago era necesario 

que el hoy demandante presentara una solicitud de conciliación, como en efecto lo 

hizo y pero muy a pesar de que la entidad que represento presentó ante la procuraduría 

formula conciliatoria (tal como consta en la constancia expedida por la procuraduría 

154 Judicial II para asuntos Administrativos de la ciudad de Riohacha de agotamiento 

de requisito de procedibilidad de la presente demanda, documento que fue anexado 

por el demandante junto con el escrito de demanda)  la parte convocante nunca se hizo 

presente a la audiencia de conciliación, así como tampoco presentó la excusa de su 

inasistencia, siendo entonces declarada dicha audiencia fallida por la no 

comparecencia del convocante, imposibilitándose de esta manera a la entidad que 

represento, la posibilidad de efectuar el pago de los cánones de arrendamiento, y es 

por esa razón que a la fecha dichos cánones no han sido cancelados. 

 

HECHO OCTAVO: DEBE PROBARSE. Corresponde a una apreciación y/o 

interpretación de carácter subjetiva de la parte actora carente de fundamento 

probatorio dentro del proceso. 

 

HECHO NOVENO: DEBE PROBARSE. Si bien el demándate presentó ante la 

Procuraduría solicitud de conciliación como requisito de procedibilidad, la misma fue 

presentada con pretensiones distintas a las manifestadas en el escrit5o de demanda, 

situación de desvirtúa el agotamiento del requisito de procedibilidad, púes cambia 

sustancialmente la pretensión y estimación de cuantía entre lo propuesto en la 

conciliación y lo planteado en la demanda. 

 

HECHO DECIMO: NO ES UN HECHO. 

 

RAZONES DE DERECHO DE LA DEFENSA 

 
Nuestra Constitución Nacional institucionaliza la responsabilidad del Estado, en el 

artículo 90 en los siguientes términos: “El Estado responderá patrimonialmente por 

los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de 

las autoridades públicas”. En efecto, la norma simplemente establece dos requisitos 

indispensables para que opere la responsabilidad, a saber, que haya un daño 

antijurídico y que éste sea imputable a una acción u omisión de una autoridad 

pública, es decir, deben existir razones que permitan su atribución a una autoridad 

pública. 
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Así mismo la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, ley 270 de 1996, 

contempla la responsabilidad del Estado y de sus funcionarios y empleados judiciales 

en el artículo 65 cuando dispone que: “El Estado responderá patrimonialmente por los 

daños antijurídico que le sean imputables, causados por la acción u omisión de sus 

agentes judiciales. 

 

 

En relación con el concepto de Responsabilidad Contractual, la Sala explicó lo 

siguiente en sentencia proferida el 25 de febrero de 2009, expediente 16.103:  

 

“Para resolver el caso que ahora se examina resulta necesario precisar el 

concepto de la responsabilidad contractual de la Administración Pública, 

según el cual las entidades públicas están obligadas a indemnizar a sus 

contratistas por los daños antijurídicos que les sean causados con ocasión de 

los contratos celebrados con las mismas entidades.”  

 

 

Mediante sentencia proferida el 22 de julio de 2009, expediente 17.552, explicó el 

concepto de responsabilidad contractual por incumplimiento así:  

 

“Ahora bien, sabido es que existe responsabilidad contractual sólo a 

condición de que cualquiera de las partes deje de ejecutar por su culpa el 

contrato y haya causado un perjuicio al acreedor. Para que se estructure esa 

responsabilidad contractual por infracción a la ley del contrato, debe 

demostrarse: (i) el incumplimiento del deber u obligación contractual, bien 

porque no se ejecutó o lo fue parcialmente o en forma defectuosa o tardía; (ii) 

que ese incumplimiento produjo un daño o lesión al patrimonio de la parte que 

exige esa responsabilidad y, obviamente, (iii) que existe un nexo de causalidad 

entre el daño y el incumplimiento”. 

 

 

Es así que para predicar la existencia de responsabilidad por parte del Estado ante una 

relación contractual es necesario la coexistencia de ciertos elementos como lo son en 

primera medida la existencia de un daño o la lesión ocasionada al contratista, el cual 

debe ser cierto y plausible; la existencia de un derecho vulnerado, es así como el 

derecho que se predique conculcado debe ser el del cumplimiento de las obligaciones 

surgidas en la relación contractual; otro elemento que debe conjugarse al momento de 

solicitar reparación de parte del Estado es que dicho daño sea imputable a la Entidad 

Estatal contratante.  

 

 

La responsabilidad contractual del Estado se configura cuando concurren los 

siguientes elementos: 

 

1) La existencia de un daño consistente en la lesión del derecho de crédito del 

contratista. Al respecto cabe recordar que el contrato es fuente de obligaciones 

y a la vez de derechos correlativos para cada una de las partes, denominados 

estos derecho de crédito que consisten en la facultad de exigir al otro sujeto 

contratante el cumplimiento de las prestaciones a su cargo, conforme lo señaló 

la Sala en la citada sentencia proferida el 25 de febrero de 2009 en la cual 
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reiteró lo expuesto en anteriores providencias y explicó: “Ese daño debe ser 

cierto y su existencia establecerse plenamente en el respectivo proceso; en otras 

palabras, los perjuicios que alega el acreedor y que reclama del deudor deben 

estar revestidos de plena certeza. El daño contractual consiste en la lesión del 

derecho de crédito como consecuencia de un comportamiento del deudor 

contrario al programa de la prestación. (…) En este tipo de responsabilidad el 

elemento central es el daño, de conformidad con el principio de garantía de la 

integridad del patrimonio de los particulares, según el cual la responsabilidad 

se fundamenta en la posición jurídica de la víctima, cuya esfera patrimonial ha 

sido lesionada y no sobre la conducta del autor del daño. El daño antijurídico 

para que sea indemnizable debe tener una existencia real y concreta y debe ser 

evaluable en términos económicos; es necesario entonces que el contratista 

acredite su existencia, lo cuantifique en dinero, de acuerdo con los parámetros 

del contrato celebrado o los factores objetivos existentes y además lo 

individualice” Ahora bien, en el entendido de que el daño que configura la 

responsabilidad contractual consiste en la lesión del derecho de crédito del 

contratista, resulta claro inferir que, para deducir su ocurrencia, debe 

demostrarse la existencia del derecho subjetivo que se afirma conculcado y, en 

tratándose del derecho de una de las partes del contrato a esperar la ejecución 

de la prestación debida que está a cargo de la otra, resulta imperativo probar 

como hechos fundamentales: . Que exista el contrato fuente de la obligación 

debida; Que estén cumplidas las condiciones legales y contractuales que 

condicionan la ejecución del contrato; y, que la obligación que se afirma 

incumplida sea exigible. (…)  

 

 

2) La imputación del daño a la entidad contratante. La imputación que permite 

atribuir el daño a un sujeto de derecho comporta un juicio jurídico que 

involucra una valoración de la causa material del mismo y del título de 

imputación aplicable al caso concreto. La responsabilidad contractual puede 

ser subjetiva, cuando el juicio de imputación se edifica en el incumplimiento 

del contrato estatal conforme lo precisó la Sala, entre otras, en sentencia 

proferida 25 de febrero de 2009, “El incumplimiento contractual puede revestir 

tres formas: la mora o falta de cumplimiento de la obligación en el plazo 

estipulado; el cumplimiento defectuoso de la obligación “( ) cuando la 

conducta se dirige a ejecutar la prestación que constituye el objeto de la 

obligación, pero no se logra la extinción de ésta, porque la ejecución de la 

obligación no se ajusta a los parámetros y condiciones exigidas por el contrato, 

la ley, o la buena fe para la satisfacción del interés público” y el 

incumplimiento definitivo de la obligación que la doctrina encuadra dentro de 

tres situaciones: i) por “la imposibilidad sobrevenida de la prestación objetiva 

y absoluta”; ii) “la imposibilidad relativa por expiración del plazo contractual 

con frustración del fin de interés público del contrato” y iii) por, “la decisión 

inequívoca de la Administración de no ejecutar el objeto contractual” Como 

también en sentencia proferida el 23 de abril de 2008: “siendo principio general 

el que los contratos se celebran para ser cumplidos y, como consecuencia, que 

las partes deban ejecutar las obligaciones que emanan de él en forma íntegra, 

efectiva y oportuna, el incumplimiento de las mismas, esto es, su falta de 

ejecución o su ejecución tardía o defectuosa, es sancionada por el orden 

jurídico a título de responsabilidad subjetiva y por culpa (…)”  
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Así las cosas, en virtud de todo lo expuesto, está claro que el hecho de que mi 

representada en este momento no haya efectuado los pagos de los cánones de 

arrendamiento del inmueble donde funcionó el Juzgado Promiscuo Municipal de 

Dibulla, ubicado en la cabecera municipal de Dibulla – La Guajira en la calle 4 No. 

2-07 durante el periodo comprendido entre Enero y el 16 de Julio de 2017, se debió 

no solamente al hecho de que en dicho periodo se hubiese operado sin un contrato de 

arrendamiento vigente, sino por el desinterés que la misma parte actora le puso a la 

consecución de dicho pago, era de conocimiento de la parte actora que dicha situación 

fue producto de la imposibilidad legal de aplicarle la prórroga automática establecida 

en la legislación civil, a los contratos de arrendamiento suscritos por entidades 

estatales por tener una naturaleza diferente, pues de hacerlo se contravendrían 

disposiciones legales en las cuales están fundamentados, tales como la Ley 80 de 

1993, Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1085 de 2015; la entidad que represento en 

ningún momento ha desconocido que sobreviene una obligación de pago, la cual surge 

del hecho mismo de permanecer la entidad en las instalaciones de la edificación objeto 

de arriendo. 

 

Teniendo en cuenta que no encontramos frente a una una entidad estatal, para proceder 

a efectuar el pago de los cánones de arrendamiento era necesario que el hoy 

demandante presentara una solicitud de conciliación ante la procuraduría, como en 

efecto lo hizo, pero muy a pesar de que la Rama Judicial presentó ante la procuraduría 

formula conciliatoria (tal como consta en la constancia expedida por la procuraduría 

154 Judicial II para asuntos Administrativos de la ciudad de Riohacha de 

agotamiento de requisito de procedibilidad de la presente demanda, documento que 

fue anexado por el demandante junto con el escrito de demanda),  la parte convocante 

en su desinterés, o con la única intención de presentar la demanda que hoy nos ocupa, 

nunca se hizo presente a la audiencia de conciliación, así como tampoco presentó la 

excusa de su inasistencia, siendo entonces declarada dicha audiencia fallida por la no 

comparecencia del convocante, imposibilitándose de esta manera a la entidad que 

represento, la posibilidad de efectuar el pago de los cánones de arrendamiento, y es 

por esa razón que a la fecha dichos cánones no han sido cancelados. 

 

 

REPLICA U OBJECIÓN A LA ESTIMACIÓN RAZONADA DE LA 

CUANTÍA: 

 

 

La parte actora sin aportar prueba documental eficaz de lo afirmado señala, bajo la 

gravedad del juramento, una suma superior a los Diez Millones de Pesos 

($10.000.000) como cuantía de supuestos daños materiales, Afirmación que carece de 

soporte probatorio ya que en el proceso no está demostrado, con prueba eficaz, el 

valor de los cánones de arrendamientos pactados, simplemente los deduce del avalúo 

del inmueble. Llama la atención que el demandante hoy pretende sean reconocidos 

$730.705 por cada mes de arriendo, cuando incluso en la solicitud de conciliación 

ante la procuraduría los estableció en $500.000.  Adicional a eso, el demandante 

menciona como deuda los meses de Enero a Julio de 2017, argumentando que el nuevo 

contrato inicio en el mes de agosto del mismo año, desconociendo entonces el 

Contrato No. 060 de 2017, suscrito entre las partes el 17 de Julio de 2017, careciendo 

entonces de valor probatorio dicha pretensión.  
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Aprovecho la oportunidad para presentar como medio de defensa las siguientes: 

 

 

EXCEPCIONES: 

 

1. CULPA  EXCLUSIVA DE RODOLFO ANTONIO CONRADO 

MORENO: 

 

En virtud de los documentos aportados por la parte actora, así como lo 

manifestado en el escrito de demanda, podemos inferir que muy a pesar de que 

en el inmueble haya funcionado un Juzgado durante el periodo comprendido 

entre enero y el 16 de julio de 2017 sin la existencia de un contrato, la entidad 

que represento nunca desconoció su obligación, pero como es de conocimiento 

por ser una entidad estatal para proceder a efectuar el pago era necesario que 

el contratista presentara una solicitud de conciliación, lo cual hizo pero al 

parecer solamente como requisito de procedibilidad de la demanda que hoy nos 

ocupa, pues a pesar de que mi representada tuvo todo el interés y de esa forma 

presentó ante la procuraduría formula conciliatoria (tal como consta en la 

constancia expedida por la procuraduría 154 Judicial II para asuntos 

Administrativos de la ciudad de Riohacha de agotamiento de requisito de 

procedibilidad de la presente demanda, documento que fue anexado por el 

demandante junto con el escrito de demanda)  la parte convocante nunca se 

hizo presente a la audiencia de conciliación, así como tampoco presentó la 

excusa de su inasistencia, siendo entonces declarada dicha audiencia fallida por 

la no comparecencia del convocante, imposibilitándose de esta manera a la 

entidad que represento, la posibilidad de efectuar el pago de los cánones de 

arrendamiento, y es por esa razón que a la fecha dichos cánones no han sido 

cancelados. 

 

Da fe lo anterior, de que mi representada Nación – Rama Judicial del poder 

público, actuó con diligencia al manifestar la intención de cumplir con su 

obligación de efectuar el pago de los cánones de arrendamiento adeudados por 

el periodo comprendido entre enero y el 16 de julio de 2017, razón por la cual 

presentó formula conciliatoria; siendo ostensible la negligencia y o desinterés 

por parte del mismo RODOLFO ANTONIO CONRADO MORENO, ya que 

en el expediente no existe prueba alguna de su gestión para obtener dicho pago. 

Situación que resulta evidente está plenamente demostrada en virtud de que el 

señor Conrado Moreno no se hizo presente a la audiencia de conciliación que 

el mismo solicito y donde mi poderdante presento formula conciliatoria, 

declarándose en consecuencia fallida dicha Conciliacion e imposibilitando que 

mi representada pudiese efectuar el pago, teniendo en cuenta que nos 

encontramos frente a una entidad estatal y solo era posible efectuarlo a través 

de la conciliación. 

 

2.  INDEBIDO AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE 

PROCEDIBILIDAD 

 

Como puede evidenciarse, las pretensiones económicas formuladas en la 

solicitud de conciliación, así como el fundamento por el cual la parte actora 

alega que se causan perjuicios materiales, son diferentes a lo planteado en el 

escrito de demanda, teniendo en cuenta lo siguiente: 
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1.  El demandante en la solicitud de conciliación establece como valor de 

arrendamiento mensual la suma de $500.000, y en la demanda lo establece 

en $730.705. 

 

2. Con la presentación de la demanda la parte actora pretende hacer ver que 

mi representada le estuviese dando un uso o destinación distinta al inmueble 

respecto de la que se acordó en el contrato de arrendamiento, asumiendo 

que se arrendo para vivienda urbana y se le estaba dando un uso comercial, 

tal como lo manifiesta en la segunda pretensión del escrito de demanda. 

Situación distinta a lo planteado en la solicitud de conciliación y a la 

realidad, por cuanto en ningún momento mi representada actuó de manera 

arbitraria al ocupar el inmueble, el propietario o contratista siempre supo la 

destinación que tendría dicho arrendamiento, es decir, el funcionamiento de 

un despacho judicial, tal como consta en los documentos aportados por el 

contratista para la suscripción de los contratos. 

 

Es claro que si bien pueden existir cambios entre la solicitud de conciliación y 

la presentación de la demanda ante la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, 

entre los mismos debe haber congruencia, no como sucede en el presente caso, 

donde resulta evidente que cambia significativamente el sentido y pretensión 

de la demanda respecto de lo planteado en la solicitud de conciliación. 

 

Adicionalmente y como ha quedado demostrado, el hecho de que al día de hoy 

dichos cánones de arrendamiento no hayan sido cancelados al contratista, se 

debe exclusivamente al desinterés que le puso el hoy demandante al no 

comparecer a la audiencia de conciliación ante la procuraduría, muy a pesar 

que la entidad que represento tenía toda la intención de conciliar, tal como 

consta en la certificación expedida por el Comité de Conciliacion de la Rama 

Judicial aportado en dicha audiencia de conciliación donde se propuso formula 

conciliatoria. 

 

PRUEBAS: 

 

DOCUMENTALES: 

 

- Acredito la legitimidad para actuar en el presente proceso mediante la 

presentación del poder que me acredita como apoderado de La Nación - Rama 

Judicial del Poder Público, acompañado de los documentos que demuestran la 

calidad del poderdante. 

 

- Respecto del Expediente Administrativo me permito manifestar que el mismo 

solo  lo conforma lo correspondiente a la etapa prejudicial lo cual ya es parte 

integrar de la presente demanda en los documentos aportados por la parte 

actora. 

 

- Contratos No. 060 y 100 de fechas 17/07/2017 y 17/12/2017 respectivamente, 

suscrito entre el demandante y i representada, donde constan las condiciones 

en que fueron celebrados dichos contratos. 
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- Documentos aportados por el contratista para la suscripción de los contratos, 

donde consta el uso acordado y/o autorizado por el contratista respecto del 

funcionamiento de un Juzgado, y no como lo pretende hacer ver hoy el 

demandante. 

 

- Certificación de fecha 18/02/2019 expedida por el Comité Seccional de 

Defensa y Conciliacion de la Rama Judicial, donde se propone formula 

conciliatoria. 

 

 

SOPORTE JURÍDICO:  

 

Le ruego tener en cuenta lo establecido en el   Art. 167 del C. G. del P., el cual reza: 

“…incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 

efecto jurídico que ellas persiguen…...”. 

 

 

ANEXOS: 

 

- Poder. 

- Documentos que demuestran la calidad del poderdante. 

- Contratos No. 060 y 100 de fechas 17/07/2017 y 17/12/2017 respectivamente. 

- Documentos aportados por el contratista para la suscripción de los contratos. 

- Certificación de fecha 18/02/2019 expedida por el Comité Seccional de 

Defensa y Conciliacion de la Rama Judicial 

 

 

NOTIFICACIONES: 

 

- El suscrito y mi representada, en la calle 8 No. 12 – 86 Edificio Caracolí piso 

7, Riohacha (Guajira), y correo para notificación electrónica 

dsajrchnotif@cendoj.ramajudicial.gov.co y jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

- La parte demandante, en la dirección indicada en la demanda. 

 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

JUAN MANUEL DAZA DAZA 
Profesional Jurídico - Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha 
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Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Riohacha - La Guajira 
 
 
Asunto:   PODER - JUAN MANUEL DAZA DAZA  
Medio de control: REPARACION DIRECTA                  
Radicación:  44-001-33-40-002-2019-00268-00 
Demandante:  RODOLFO ANTONIO CONRADO MORENO 
Demandados: NACIÓN - RAMA JUDICIAL 
 
 
CARLOS MANUEL ECHEVERRI CUELLO, mayor de edad, con domicilio en Valledupar 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 77.027.480 de Valledupar, en mi calidad de 

representante judicial de la Nación - Rama Judicial, como Director Ejecutivo Seccional de 

Administración Judicial, nombrado mediante Resolución No. 1390 del 18 de Agosto de 

2021, proferida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y posesionado, según 

consta en el Acta del nueve (9) de Septiembre del 2021, en cumplimiento del artículo 103 

numeral 7 de la Ley Estatutaria, respetuosamente confiero poder especial, amplio y 

suficiente al Doctor JUAN MANUEL DAZA DAZA, identificado con cédula de ciudadanía 

No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar-Cesar, portador de Tarjeta Profesional de 

Abogado No. 176.086 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en su calidad de 

Abogado de la Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha - La Guajira, asuma la 

representación y defensa de la Nación - Rama Judicial en el proceso de referencia. 

Lo anterior teniendo en cuenta que Ia Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha 

– La Guajira, fue adscrita a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 

Valledupar, mediante Acuerdo No PCSJA 17-10718, del 28 de julio de 2017, del Consejo 

Superior de la Judicatura.  

El Doctor JUAN MANUEL DAZA DAZA queda facultado para desistir, transigir, sustituir, 

conciliar, proponer excepciones, presentar recursos y  hacer todo cuanto sea necesario 

para cumplir debidamente este mandato. 

Sírvase reconocerle personería jurídica. 

 
CARLOS MANUEL ECHEVERRI CUELLO 
CC No. 77.027.480 de Valledupar 
Director Seccional de Administración Judicial 

 
Acepto. 
 
 
 
 
 
JUAN MANUEL DAZA DAZA  

CC No. 1.065.565.220 de Valledupar 
T.P. No. 176.086 del C. S. de la J. 
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EL SECRETARÍO TÉCNICO DEL COMITÉ SECCIONAL DE DEFENSA 

JUDICIAL Y CONCILIACIÓN DE LA RAMA JUDICIAL 

 

CERTIFICA 

Que el Comité Seccional de Defensa Judicial y Conciliación de la Rama Judicial, en 

sesión celebrada el día doce (12) de febrero de dos mil diecinueve (2019), según consta 

en el acta No 06 estudió y analizó la convocatoria a conciliar, por la procuraduría 154 

Judicial II de Riohacha La Guajira, por solicitud de RODOLFO ANTONIO CONRADO 

MORENO Rad No 800 de 2018. 

Una vez analizado el presente asunto el comité decidió presentar PROPUESTA 

CONCILIATORIA de manera concreta bajos los siguientes términos:   

Por unanimidad de sus miembros y acogiendo las recomendaciones del abogado o 

concepto del abogado (a) de la Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha La 

Guajira según el cual : “ES PROCEDENTE PROPONER FÒRMULA CONCILIATORIA, 

por cuanto en el sub examine y como ya se expresó en el análisis del caso es evidente,  el 

incumplimiento en el pago de los cánones de arrendamiento reclamados;  que  pese a que 

no existiera contrato suscrito por las partes que cobijara los meses de enero a junio y los 

dieciséis (16) días de julio del 2017,  y ante la imposibilidad legal  de aplicarle la prórroga 

automática establecida en la legislación civil,  a los contratos de arrendamiento suscritos 

por Entidades Estatales por tener una naturaleza diferente, que dé así hacerlo se  

contravendrían disposiciones legales  en las cuales están fundamentados tales como, la 

ley 80 de 1993, ley 1150 de 2007, decreto 1085 de 2015; si  sobreviene  una obligación de 

pago, que surge  en el hecho mismo de permanecer la Entidad en las instalaciones de la 

edificación objeto de arriendo, utilizándola para los fines para la cual fue contratada, 

generando con ello deberes y responsabilidades en cabeza nuestra. 

Por lo anterior es conveniente en aras de evitar un detrimento patrimonial mayor a la 

Entidad traducido en el pago de perjuicios materiales, intereses, honorarios, costas y 

agencias en derecho ante una eventual acción judicial; proponer formula de arreglo 

conciliatorio. La cual sería el reconocimiento y pago de los cánones adeudados 

correspondientes a los meses de enero a junio y los dieciséis (16) días de julio del 2017, 

Para un valor tres millones doscientos sesenta y seis mil seiscientos sesenta y seis pesos 

($3.266.666), sin reconocimiento de  
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intereses corrientes ni moratorios. Se cancelara una vez se surta el trámite de aprobación 

del acuerdo conciliatorio ante juzgado competente y siguiendo el turno de pago ante la 

Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.” 

 
Si de conformidad con el análisis que en su momento realice el respectivo apoderado, los 
presupuestos de hecho y de derecho que se presentan en la solicitud de conciliación 
extrajudicial se conservan para la época en que eventualmente se interponga demanda 
contra la Nación - Rama Judicial, el abogado (a) queda autorizado (a) para presentar en la 
audiencia inicial, la decisión tomada por el comité en la presente sesión, sin necesidad de 
nuevo pronunciamiento. 
 
La presente constancia se expide en Valledupar hoy dieciocho (18) de febrero de dos mil 
diecinueve (2019), con destino a la procuraduría 154 Judicial II para asuntos 
Administrativos de Riohacha La Guajira. 
 
 
 

 
MARITZA YANEIDIS RUIZ MENDOZA 

Secretaria Técnica  


